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ASISTENCIA A MUNICIPIOS Y FORMACIÓN


Núm. R. E. L. 0245000


El Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de… solicita, mediante escrito de fecha 26 de febrero pasado y registro de entrada en Diputación el día 1 del presente  mes de marzo, la emisión de un Informe por parte de este Departamento de Asistencia a Municipios y Formación, en el que, como continuación, aclaración o complemento a otro anterior emitido también por nosotros recientemente, se lleve a efecto un análisis y valoración jurídica del proyecto de Convenio Urbanístico, aprobado, al parecer, por el Ayuntamiento con fecha 29 de octubre de 2008, y aún no formalizado al no haber sido firmado por ninguna de las partes, motivo por el cual se encontraría en la actualidad en fase de revisión. 

 Con dicha finalidad, la primera autoridad municipal nos remite una copia del aludido Convenio Urbanístico, limitándose a solicitar nuestra opinión sobre los puntos que, en su caso, deberían incluirse en el mismo, al objeto de “no vulnerar los derechos de los interesados ni tampoco los de la (sic) esta institución”, y referidos tanto al establecimiento de plazos por parte de la Administración municipal, como al cumplimiento de las obligaciones a cargo de los interesados, pues, según el propio Ayuntamiento, no se han señalado plazos para efectuar los ingresos contemplados en el propio Convenio, ni la normativa tributaria que, con carácter subsidiario, pudiera resultar de aplicación.

Así pues, a la vista de cuantos antecedentes han quedado expuestos, una vez analizado el contenido del Convenio Urbanístico remitido, y consultada la legislación que consideramos de aplicación al caso, que después diremos, se procede a emitir el siguiente,

INFORME

PRIMERO

Con carácter previo, dados los términos extremadamente parcos y, en cierta forma, poco claros en que se expresa el escrito de petición de Informe, sobre todo, en lo que se refiere a las concretas cuestiones que deban ser objeto de respuesta por nuestra parte, conviene empezar recordando lo dicho en otros Informes emitidos con anterioridad por este Departamento de Asistencia a Municipios y Formación, en los que señalábamos “las dificultades que para nosotros entraña la emisión de un Informe en las condiciones de ausencia total – o casi total – de un mínimo relato de las circunstancias fácticas caracterizadoras del supuesto objeto de asesoramiento, o la falta de formulación de cuestiones concretas sobre las que pronunciarnos”. 

En dichos Informes decíamos también, en primer lugar, que nuestra actividad informante y de apoyo no puede llegar a suplantar la actividad ordinaria de asesoramiento e informe atribuida por Ley al personal especializado de la propia Entidad local, sin que previamente, al menos, haya sido emitido por parte del aludido personal técnico del propio Ayuntamiento el asesoramiento legal preceptivo de que habla la Ley; y, en segundo lugar, que ante la ausencia de un pronunciamiento previo por parte de quien tiene encomendada la aludida función de asesoramiento legal preceptivo, y, como quiera que los asuntos nos eran planteados de forma muy abierta, el contenido de nuestros Informes podría adolecer de cierta imprecisión y, como consecuencia de ello, muy probablemente podrían ser tachados también de escaso rigor, al faltarnos el conocimiento previo y preciso de los antecedentes que conforman el supuesto de hecho y poder así formular las respuestas más adecuadas desde el punto de vista legal.

Por eso, hemos querido empezar el presente Informe advirtiendo que éste se va a limitar a contestar lo que – si no hemos entendido mal el planteamiento realizado por el Ayuntamiento – entendemos que es la única cuestión definida y planteada por éste. Esto es, cuál es el plazo que deberá tenerse en cuenta a la hora de determinar el ingreso de las obligaciones pecuniarias nacidas del Convenio, y cómo, en ausencia de cualquier tipo de referencia en las normas urbanísticas que las admiten y reconocen, podrían aquéllas ser exigidas a los interesados. Toda vez que, según el propio Ayuntamiento, en el citado Convenio no se han señalado plazos ni normativa tributaria que pudiera resultar aplicable. 

No obstante lo anterior, a la vista del contenido del Convenio remitido por el Ayuntamiento y sin ánimo de exhaustividad, en el punto final de nuestro Informe haremos también referencia a algunos hechos relevantes y omisiones significativas desde el punto de vista estrictamente urbanístico, que, en caso de impugnación del Convenio podrían llevar a tener que declarar su invalidez.     

SEGUNDO
Así pues, empezando por la que hemos considerado como única cuestión definida y planteada por el Ayuntamiento con relativa claridad, como es la determinación del plazo de ingreso de las obligaciones pecuniarias nacidas del Convenio y su modo de cumplimiento por los interesados, cabe decir, en primer lugar, que, al contrario de lo que parece afirmar el Ayuntamiento en su escrito de petición de Informe, el texto del Convenio, en su cláusula quinta, denominada “Cesión del aprovechamiento urbanístico correspondiente al Ayuntamiento”, párrafo quinto, dice textualmente lo siguiente: “El importe global [de la cantidad fijada en el propio Convenio como equivalente económico del aprovechamiento lucrativo correspondiente al Ayuntamiento]..., se abonará en dos plazos”; añadiendo, a continuación, que: “El [primer] 50%..., ha sido abonado por el urbanizador al Ayuntamiento de…, mediante ingreso en la cuenta del Excmo. Ayuntamiento según consta en el resguardo de ingreso que se adjunta a este Convenio”;  y “El 50% restante..., [será abonado] una vez aprobado definitivamente por el Ayuntamiento de… el proyecto de reparcelación”. 

Luego, más allá de la opinión que pudieran merecernos tanto la fórmula de ingreso empleada como los indicados plazos de abono de la deuda, sobre todo, si consideramos que la efectiva transmisión de los aprovechamientos al Ayuntamiento no se producirá hasta el acuerdo de aprobación definitiva del correspondiente proyecto de reparcelación, lo que no cabe desconocer es que el Convenio proyectado establece unos plazos para el ingreso de las citadas obligaciones pecuniarias, con referencias temporales y datos objetivos lo suficientemente claros y precisos como para rechazar la afirmación de que en aquél no se fijan plazos de ingreso; pues, es evidente que la formalización y firma del propio Convenio determina la primera de las fechas de pago, mientras el segundo importe del total de las obligaciones pecuniarias quedaría remitido a la fecha de aprobación del Proyecto de Reparcelación. 

A partir de lo anterior, podemos discutir sobre la idoneidad de la fórmula de ingreso utilizada, o sobre su homologación o no con otros procedimientos de ingreso similares, así como, sobre si los plazos señalados son suficientes o no para el pago total de la deuda, pero, en cualquier caso, entendemos que la solución adoptada queda comprendida dentro del ámbito del principio de autonomía de la voluntad de las partes. En primer lugar, y con independencia de la posición privilegiada que sin duda ocupará la Administración municipal en la relación jurídica nacida tras la firma del Convenio, desde el punto de vista del agente urbanizador, éste, en virtud del mencionado principio de autonomía de la voluntad que rige en el ámbito jurídico privado
, puede asumir libremente las condiciones de pago y, en caso de no estar de acuerdo con ellas o suponer éstas compromisos distintos de los que él ofreció, podrá renunciar a la adjudicación
. En segundo lugar, al no existir regulación legal al respecto, como vamos a ver a continuación, desde la perspectiva del Ayuntamiento, éste podrá en ejercicio de su poder dispositivo llenar el aludido vacío legal y establecer la forma de ingreso que considere que mejor satisface los intereses del municipio. 

Efectivamente, como decíamos en el párrafo anterior, el artículo 68, letra b), apartado 2), párrafo último, del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (en adelante, TRLOTAU), de 28 de diciembre de 2004, a pesar de reconocer a la Administración actuante la facultad
 de sustitución del aprovechamiento lucrativo que le corresponde por su equivalente en dinero, no establece, ni directa ni indirectamente, regla alguna o procedimiento al que acudir para su recaudación, más allá de indicar que la tasación se hará por la Administración actuante, conforme a los procedimientos de enajenación previstos en el siguiente artículo 79.3
, y que el importe así obtenido deberá ser ingresado en todo caso en el patrimonio municipal de suelo. Ahora bien, ninguno de los referidos procedimientos de enajenación establece método alguno de tasación, salvo las genéricas referencias efectuadas en los dos primeros apartados respecto de la equiparación del precio de los terrenos a su valor legalmente establecido, cuando éstos se destinen a viviendas sujetas a algún tipo de protección pública o a programas de conservación o mejora medioambiental, por lo que, ahora, para conocer el método que nos permita calcular el valor de tasación del aprovechamiento lucrativo perteneciente a la Administración actuante, deberemos acudir a lo dispuesto en el artículo 24
 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por la que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo estatal. 

En resumidas cuentas, el citado precepto legal, en aquellos supuestos en que resulte posible legalmente la sustitución del aprovechamiento lucrativo correspondiente a la Administración actuante por su equivalente en dinero, ni antes ni ahora establece regla alguna sobre plazos de ingreso de la deuda, ni procedimiento de recaudación al que acudir en caso de impago. Por tanto, si bien en cuanto a los plazos de ingreso de la deuda, ya hemos visto que el propio Convenio establece unas fechas precisas y concretas de pago, debemos ahora determinar el procedimiento de recaudación aplicable para el caso de impago. 

A este respecto, una vez aceptados y rubricados por ambas partes los compromisos de ingreso, y de no hacerse voluntariamente el pago por el agente urbanizador en los plazos establecidos, entendemos que bastará con que el Ayuntamiento le intime a cumplir con su obligación, advirtiéndole al mismo tiempo que, en caso de impago, se procedería conforme a lo dispuesto en el artículo 118.5, párrafo último
, del TRLOTAU, llegándose si fuera necesario hasta su recaudación por vía de apremio.

Opinión que, además de sustentarse en el precepto de la legislación urbanística que acabamos de citar, se apoyaría también en el contenido de los artículos 2.2
 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (en adelante, TRLRHL), de 5 de marzo de 2004, y 10.1
 de la Ley General Presupuestaria (en adelante, LGP), de 26 de noviembre de 2003, que vienen a corroborar la aplicación de los procedimientos administrativos de recaudación, respecto de todas las cantidades o derechos de naturaleza pública que deban percibir las haciendas de las Entidades locales. En este sentido, cabe recordar que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 5.2, párrafo segundo, de la citada LGP, serán derechos de naturaleza pública los tributos y demás derechos de contenido económico, cuya titularidad corresponda a una Administración Pública y que deriven del ejercicio de potestades administrativas.

Así pues, considerando que las cantidades que en concepto de sustitución del preceptivo aprovechamiento lucrativo debe percibir el Ayuntamiento son ingresos de derecho público, la norma que regulará su exacción será el Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, que, en virtud de lo dispuesto en su artículo 1, regula la gestión recaudatoria de los recursos de naturaleza pública en desarrollo de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, siendo de aplicación a todas las Administraciones tributarias.

Por otra parte, conviene recordar, finalmente, que, además del indicado procedimiento administrativo de recaudación, existiría también una garantía real de cobro constituida sobre los terrenos objeto de sustitución, pues, en virtud de lo dispuesto en el artículo 68, letra b), del TRLOTAU, la aprobación por el Ayuntamiento del correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora determinará, entre otros efectos, la afección legal de los terrenos al cumplimiento por los propietarios de cuantos deberes resulten tras la aprobación del planeamiento y del propio Programa.     

TERCERO
En cuanto al texto del Convenio Urbanístico, ya dijimos al comienzo del presente Informe que, pese a que no entraríamos a realizar un estudio pormenorizado de su contenido por las razones allí expuestas, sí comentaríamos algunos aspectos controvertidos que, en caso de impugnación, podrían llegar, incluso, a determinar su invalidez.

Lo primero que nos llama la atención es el hecho de que casi dos años después de la aprobación definitiva y adjudicación del Programa de Actuación Urbanizadora y del resto de documentos que lo integran, aún no se haya procedido a la firma del documento que en forma de Convenio formaliza la adjudicación. Y ello, porque si bien la normativa urbanística no establece, en principio y con claridad, plazo alguno para la firma de los referidos Convenios, tras una interpretación sistemática del extenso artículo 122 del TRLOTAU, cabe deducir que, una vez aprobado el correspondiente Programa y adjudicada su ejecución a quien hubiere formulado la proposición jurídico-económica y asumido la alternativa técnica más adecuada, conforme a los criterios establecidos en los apartados 2 y 3 del citado precepto legal, y, una vez transcurridos, en su caso, los diez días de que habla el siguiente apartado 5, párrafo segundo, la adjudicación se entenderá realizada de forma definitiva, siendo en ese momento cuando el adjudicatario deberá, bien suscribir los compromisos, asumir las obligaciones y prestar las garantías correspondientes, bien renunciar a la adjudicación del Programa, si entiende que ésta supone compromisos distintos de los que él ofreció, conforme continúa diciendo el siguiente apartado 6. Finalmente, el apartado 9 del mismo precepto legal deja meridianamente claro que la adjudicación de la ejecución del Programa se formalizará mediante Convenio Urbanístico, en el que, además de los datos relativos a la adjudicación, deberá hacerse constar las condiciones, los compromisos y los plazos para su ejecución, así como, las garantías que el urbanizador presta para asegurar su cumplimiento y las penalizaciones a que se somete por incumplimiento.

Por otra parte, y como quiera que, como acabamos de decir, los plazos para la ejecución del Programa deberán hacerse constar también en el propio Convenio, la falta de formalización de éste y su consiguiente ausencia de valor jurídico, transcurridos casi dos años de la aprobación y adjudicación de aquél, podría haber determinado la ineficacia de la programación inicialmente aprobada, ante el patente incumplimiento del mandato legal contenido en el artículo 110.3, letra b), del TRLOTAU, en el sentido de que los Programas habrán de prever el inicio de su ejecución material dentro de su primer año de vigencia. 

Por lo demás, podría también estar incumpliéndose lo dispuesto en el artículo 110, apartado 4, subapartado 4.2, del TRLOTAU, en lo referente a que los mencionados Convenios Urbanísticos serán suscritos tanto por el adjudicatario, como por la Administración actuante – en este caso, el Ayuntamiento – y los propietarios afectados que voluntariamente quieran ser parte en él. En parecidos términos se expresa también el artículo 122, apartado 9, del citado texto legal, y, si bien en este caso no se menciona explícitamente a los propietarios afectados como una de las partes del Convenio, al ser sustituidos por aquellas otras Administraciones que hubieran asumido compromisos en la ejecución, nuestra opinión es que en el texto del Convenio objeto de análisis no debería obviarse su consideración como partes del mismo o, en otro caso, su renuncia a participar en él. Sólo en el supuesto de que todos los terrenos incluidos en la actuación urbanizadora pertenezcan a un único propietario – en cuyo caso, dicha circunstancia debería también hacerse constar en el texto del Convenio –, cabria entonces considerar como válida la actual redacción de las partes intervinientes en el Convenio.        

Es cuanto tengo el deber de informar, advirtiendo expresamente que las opiniones jurídicas recogidas en el presente Informe no pretenden, en modo alguno, sustituir o suplir el contenido de aquellos otros Informes que se hayan podido solicitar o que preceptivamente se deban emitir para la válida adopción de acuerdos. Motivo por el cual las aludidas opiniones se someten a cualquier otra mejor fundada en Derecho.

                                      Toledo, 16 de Marzo de 2010.

� Artículo 1255 del Código Civil 


Los contratantes pueden establecer los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público.





� Artículo 122.6 del TRLOTAU


El adjudicatario deberá suscribir los compromisos, asumir las obligaciones y prestar las garantías correspondientes. No obstante, podrá renunciar a la adjudicación si ésta supone compromi�sos distintos de los que él ofreció. La renuncia por otras causas, no justifica�das, conllevará, en su caso, la pérdida de las garantías provisionales regula�das en el número 4 del artículo 118 y la selección de un nuevo adjudicatario.





� Facultad que, sin duda, ha cambiado tras la entrada en vigor de la Ley 2/2009, de 14 de mayo, de Medidas Urgentes en materia de Vivienda y Suelo por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística, pues, a diferencia del texto anterior en el que el legislador admitía la compensación en metálico en los supuestos previstos en la propia Ley – sin especificar a qué supuestos se estaba refiriendo –, ahora, por el contrario, parece admitir dicha compensación sólo en los casos en que la cesión de los terrenos correspondientes a la Administración no permita cumplir con el suelo destinado a vivienda sujeta a algún tipo de protección público. Circunstancia que, en estos momentos, entendemos deberá ser objeto de la oportuna motivación y justificación, antes de proceder a la monetarización del aprovechamiento lucrativo correspondiente al Ayuntamiento.  


� Antes de la entrada en vigor de la citada Ley 2/2009, de 14 de mayo, la remisión se hacía al artículo 75 del propio TRLOTAU, dedicado a las compensaciones monetarias sustitutivas como consecuencia de los casos de transmisiones efectuadas por los municipios de excedentes de aprovechamiento urbanístico radicado sobre parcelas o solares urbanos, que, en su apartado 2, se inclina por aplicar bien la correspondiente ponencia de valores catastrales, siempre que ésta esté vigente, bien el método de valoración apoyado en el valor de  repercusión del suelo, calculado también de conformidad con la normativa técnica de valoración catastral.


 


� Artículo 24. Valoración en el suelo urbanizado.


1. Para la valoración del suelo urbanizado que no está edificado, o en que la edificación existente o en curso de ejecución es ilegal o se encuentra en situación de ruina física:


a) Se considerarán como uso y edificabilidad de referencia los atribuidos a la parcela por la ordenación urbanística, incluido en su caso el de vivienda sujeta a algún régimen de protección que permita tasar su precio máximo en venta o alquiler.


Si los terrenos no tienen asignada edificabilidad o uso privado por la ordenación urbanística, se les atribuirá la edificabilidad media y el uso mayoritario en el ámbito espacial homogéneo en que por usos y tipologías la ordenación urbanística los haya incluido.


b) Se aplicará a dicha edificabilidad el valor de repercusión del suelo según el uso correspondiente, determinado por el método residual estático.


c) De la cantidad resultante de la letra anterior se descontará, en su caso, el valor de los deberes y cargas pendientes para poder realizar la edificabilidad prevista.


2. Cuando se trate de suelo edificado o en curso de edificación, el valor de la tasación será el superior de los siguientes:


a) El determinado por la tasación conjunta del suelo y de la edificación existente que se ajuste a la legalidad, por el método de comparación, aplicado exclusivamente a los usos de la edificación existente o la construcción ya realizada.


b) El determinado por el método residual del apartado 1 de este artículo, aplicado exclusivamente al suelo, sin consideración de la edificación existente o la construcción ya realizada.


3. Cuando se trate de suelo urbanizado sometido a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización, el método residual a que se refieren los apartados anteriores considerará los usos y edificabilidades atribuidos por la ordenación en su situación de origen.





� Artículo 118.5, párrafo quinto, TRLOTAU


La deuda será declarada mediante resolución de la Administración actuante previa audiencia del interesa�do y, en caso de impago, podrá ser recaudada por vía de apremio. Las cantidades así recaudadas se desti�narán preferentemente a garantizar o sufragar la total ejecución de las obras o, subsidiariamente, a compensar a los propietarios por los perjuicios sufridos.





� Artículo 2. Enumeración de los recursos de las entidades locales.


........................................................................


2. Para la cobranza de los tributos y de las can�tidades que como ingresos de derecho público, tales como prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, precios públicos, y multas y sanciones pecu�niarias, debe percibir la hacienda de las entidades locales de conformidad con lo previsto en el apartado anterior, dicha Hacienda ostentará las prerrogativas establecidas legalmente para la hacienda del Estado, y actuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos correspondientes.


� Artículo 10. Prerrogativas correspondientes a los derechos de naturaleza pública de la Hacienda Pública estatal.


1. Sin perjuicio de las prerrogativas establecidas para cada derecho de naturaleza pública por su normativa reguladora, la cobranza de tales derechos se efectuará, en su caso, conforme a los procedimientos administrativos correspondientes y gozará de las prerrogativas establecidas para los tributos en la Ley General Tributaria, y de las previstas en el Reglamento General de Recaudación
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